
MINISTERIO DE DEFENSA

32494 ORDEN 111/01818/1982, de 7 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 1 de 
junio de 1982, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Miguel Hernández Gar­
cía, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Per­
manente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Mi­
guel Hernández García, Sargento de Infantería, quien postula 
por sí mismo, y de otra, como demandada la Administración 
pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 7 de agosto y 
14 de noviembre de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 
1 de junio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por don Miguel Hernández Gar­
cía, Sargento de Infantería y Caballero Mutilado Permanente 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de siete de agosto 
y catorce de noviembre de mil novecientos setenta y ocho, de­
bemos declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajus­
tadas a Derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, 
parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente el 
derecho que tiene a percibir el complemento de destino por 
responsabilidad en la función, desde la fecha de su efectividad 
económica en el empleo de Sargento, hasta la entrada en vi­
gor de la Ley cinco/mil novecientos setenta y seis, de once de 
marzo, condenando a la Administración al pago de las canti­
dades que resulten en este proceso, sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982. de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 7 de octubre de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pagarés.

Excmos. Sres.: Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32495 ORDEN 111/02013/1982, de 3 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 
de junio de 1982 en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Magín Martínez Rio, 
Sargento de la Legión, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Magín 
Martínez Río, Sargento de la Legión, quien postula por sí mismo, 
y de otra, como demandada, la Administración Pública, repre­
sentada y defendida por el Abogado del Estado, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 4 de julio y 13 de diciembre 
de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 17 de junio de 1982, 
luya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso administrativo interpuesto por don José Granados Weil, 
Procurador de los Tribunales en nombre y representación de 
don Magín Martínez Río, contra resoluciones del Ministerio de 
Defensa de cuatro de julio y trece de diciembre de mil nove­
cientos setenta y ocho, debemos declarar y declaramos no ser 
las mismas, en parte, ajustadas a derecho y, en consecuencia, 
las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, 
a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el comple­
mento de destino por responsabilidad en la función, desde la 
fecha de la efectividad económica de su ascenso a Sargento, 
hasta la entrada en vigor de la Ley cir.co/mil novecientos 
setenta y seis, de once de marzo, condenando a la Administra­
ción al pago de las cantidades que resulten en este proceso, 
y no hacemos exprese imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número

54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV EE. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de 1982 —Por delegación, el Secre­

tario general para Asuntos de Persona, y Acción Social, Fede- 
rico Michavila Pallarás.

Excmos, Sres Subsecretario de Política de Defensa y General 
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32496 ORDEN 111/02014/1982, de 3 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 17 
de junio de 1982 en el recurso contencioso-adminis
trativo interpuesto por don Plácido Lozano Durán, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Plácido 
Lozano Durán, Sargento de Infantería, quien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 18 de noviembre 
de 1978 y 26 de febrero de 1979, se ha dictado sentencia con 
fecha 17 de junio de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don José Granados Weil, 
Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de 
don Plácido Lozano Durán, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de dieciocho de noviembre de mil novecientos se­
tenta y ocho y veintiséis de febrero de mili novecientos setenta 
y nueve, debemos declarar y declaramos no ser las mismas, 
en parte, ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho re­
currente el derecho que tiene a percibir el complemento de 
destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de la 
efectividad económica de su ascenso a Sargento, hasta la en­
trada en vigor de la Ley cinco/mil novecientos setenta y ?eis, 
de once de marzo, condenando a la Administración al pago de 
las cantidades que resulten en este proceso y no hacemos ex­
presa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV EE. muchos años,
Madrid, 3 de noviembre de 1962.—Por delegación, el Secre­

tario general para Asuntos de Personal y Acción Social, Fede­
rico Michavila Pallarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Polínica de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria,

32497 ORDEN 111/02015/1982, de 3 de noviembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 1 de 
junio de 1982 en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Pedro Martín Camarero, 
Sargento de la Legión, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Pedro 
Martín Camarero, Sargento Legionario, quien postula por si 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 25 de agosto y 14 de 
noviembre de 1978, se ha dictado sentencia con fecha 1 de junio 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Pedro Martín Cama­
rero, er su propio nombre y derecho, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de veinticinco de agosto y catorce de 
noviembre de mil novecientos setenta y ocho, debemos declarar 
y declaramos no ser les mismas, en parte, ajustadas a derecho, 
y en consecuencia, las anulamos, asimismo, parcialmente, reco­
nociendo, en cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene 
a percibir el complemento de destino por responsabilidad en la 
función, desde la fecha de su efectividad económica de su 
ascenso a Sargento, hasta la entrada, en vigor de la Ley cinco/ 
mil novecientos setenta y seis, de once de marzo, condenando
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a la Administración al pago de las cantidades que resulten en 
este proceso; y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 3 de noviembre de. 1982.—Por delegación, el Secre­

tario general para Asuntos de Personal y Acción Social, Fede­
rico Michavila Pallarés.

Excmos. Sres Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

32498 ORDEN 111/10162/1982, de 22 de noviembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Territorial de Madrid, dictada con 
fecha 26 de octubre de 1982, en el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por don Alfonso 
Gómez Flores, Teniente de la Escala Especial del 
Cuerpo de Sanidad de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Segunda de lo Contencioso-Ad- 
ministrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, entre partes, 
de una, como demandante, don Alfonso Gómez Flores, Teniente 
de Sanidad (E. E.), quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y de­
fendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones 
del ALPER de 21 de abril de 1980 y 12 de agosto de 1980, 
se ha distado sentencia con fecha 26 de octubre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos; Que estimando el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Alfonso Gómez Flores contra las Re­
soluciones del Almirante Jefe del Departamento de Personal de 
la Armada de veintiuno de abril de mil novecientos ochenta y 
contra acuerdo de doce de agosto de mil novecientos ochenta, 
por el que se desestimó el recurso de reposición, debemos anu­
lar y anulamos dichas Resoluciones por no ser ajustadas a 
derecho y, en consecuencia, debemos declarar y declaramos 
el derecho del actor a que le sea restituido su número en el 
escalafón y a quedar exento de la limitación de ascensos fijada 
por el artículo trescientos ochenta y tres del Reglamento de 
Especialistas de la Armada. Sin costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 22 de noviembre de 1982.—P. D., el Secretario gene­

ral para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Micha­
vila Pallarés.

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Arma­
da (AJEMA).

MINISTERIO DE HACIENDA

32499 ORDEN de 10 de septiembre de 1982 por la que 
se autoriza a la Entidad «Aseguradora Popular 
Compañía de Seguros y Reaseguros, S. A.» (C-562), 
para operar en el ramo del seguro voluntario de 
automóviles.

Ilmo. Sr.: Visto el escrito de la Entidad «Aseguradora Po­
pular Compañía d Seguros y Reaseguros, S. A.», en solicitud 
de autorización para operar en el ramo del seguro voluntario 
de automóviles y aprobación de las correspondientes condiciones 
generales y particulares, bases técnicas y tarifas, para lo que 
ha presentado la documentación pertinente;

Vistos, asimismo, los informes favorables de las Secciones 
correspondientes de este Centro directivo y a propuesta de vues­
tra Ilustrísima,

Este Ministerio ha tenido a bien acceder a lo interesado por 
la Entidad indicada.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos. 
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 10 de septiembre de 1982.—P. D., el Director general 

de Seguros, Luis Angulo Rodríguez.

Ilmo. Sr. Director general de Seguros.

32500 ORDEN de 10 de septiembre de 1982 por la que 
se autoriza a la Entidad «Unión Mutua Asistencial 
de Seguros» (M-363) para operar en el ramo de 
accidentes, en la modalidad de seguro individual.

Ilmo. Sr.: Visto el escrito de la Entidad «Unión Mutua Asis- 
tencial de Seguros» en solicitud de autorización para operar en 
el ramo de accidentes en la modalidad dé seguro individual y 
aprobación de las correspondientes condiciones generales y par­
ticulares, Reglamento bases técnicas y tarifas, para lo que ha 
presentado la documentación pertinente;

Vistos, asimismo, los informes favorables de las Secciones 
correspondientes de ese Centro directivo y a propuesta de vues­
tra ilustrísima,

Este Ministerio ha tenido a bien acceder a lo intersado por 
la Entidad indicada.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I muchos años.
Madrid, 10 de septiembre de 1982.—P. D., el Director gene­

ral de Seguros, Luis Angulo Rodríguez.

Ilmo. Sr. Director general de Seguros.

32501 ORDEN de 10 de septiembre de 1982 por la que 
se autoriza a la Entidad «La Paternal Española, 
S. I. C. A., Compañía Anónima de Seguros» (C-138) 
para operar en el ramo de pedrisco.

Ilmo. Sr.: Visto el escrito de la Entidad «La Paternal Es­
pañola, S. I. C. A„ Compañía Anónima de Seguros», en solicitud 
de autorización para operar en el ramo de pedrisco y aproba­
ción de las correspondientes condiciones generales y particula­
res, bases técnicas y tarifas, para lo que ha presentado la docu­
mentación pertinente;

Vistos, asimismo, los informes favorables de las Secciones 
correspondientes de ese Centro directivo y a propuesta de 
vuestra Ilustrísima,

Este Ministerio ha tenido a bien acceder a lo interesado por 
la Entidad indicada.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años,
Madrid, 10 de septiembre de 1982.—P. D., el Director gene-: 

ral de Seguros, Luis Angulo Rodríguez.

Ilmo. Sr. Director general de Seguros.

MINISTERIO DE OBRAS 
PUBLICAS Y URBANISMO

32502 RESOLUCION de 20 de octubre de 1982, de la De­
legación del Gobierno en la Comisión de Planea­
miento y Coordinación del Area Metropolitana de 
Madrid por la que se hace público acuerdo adop­
tado con fecha 14 de octubre de 1982, por la Comi­
sión Delegada del Pleno de la Comisión de Planea- 
miento y Coordinación del Area Metropolitana de 
Madrid, relativo a Planes Parciales de los polígo­
nos R-1, R-2, A-1 y A-2, del término municipal de 
Villaviciosa de Odón.

Ilmo. Sr.: Con fecha 14 de octubre de 1982 y por la Comi­
sión Delegada del Pleno de la Comisión de Planeamiento y 
Coordinación del Area Metropolitana de Madrid, se adoptó 
el acuerdo del siguiente tenor literal:

«La Comisión Delegada acuerda, por unanimidad, conceder 
su aprobación definitiva a los Planes Parciales de los polígonos 
R-l, R-2, A-l y A-2, del término municipal de Villaviciosa de 
Odón.

Publicar este acuerdo en los «Boletines Oficiales» de la pro­
vincia y del Estado, conforme a lo establecido en la Ley del 
Suelo y Reglamento de Planeamiento.

A tal efecto, y dado que la normativa vigente exige la publi­
cación de dicho acuerdo, esta Delegación del Gobierno en uso de 
las facultades que le son propias y en aplicación de los citados 
preceptos, ha acordado la inserción del asunto de referencia en 
el «Boletín Oficial del Estado».


